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RECURSO 78/2026 
RESOLUCIÓN 104/2026 
 
 
Resolución 104/2026, de 27 de mayo, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 78/2026, 
interpuesto por Servicios Urbanos de Limpieza y Acondicionamiento, 
S.L. (Seula), frente al acuerdo del pleno del Ayuntamiento de Valle 
de Mena (Burgos) de 25 de febrero de 2026, por el que se adjudica 
el contrato de servicios de recogida de residuos en el municipio de 
Valle de Mena, transporte a Planta de Transferencia de Medina de 
Pomar y limpieza de contenedores en el municipio de Valle de Mena, 
(expediente 1/2025). 
  

 
I 

ANTECEDENTES 
 
Primero.- Mediante acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Valle de 

Mena de 25 de junio de 2025 se aprueban el expediente de contratación, el 
pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP), y el pliego de 
prescripciones técnicas (PPT) del contrato de servicios de recogida de residuos 
en el municipio de Valle de Mena, transporte a Planta de Transferencia de 
Medina de Pomar y limpieza de contenedores en el municipio de Valle de Mena, 
(expediente 1/2025). 

 
Segundo.- Por acuerdo del Pleno de dicho ayuntamiento de 26 de 

febrero de 2026, se adjudica el contrato a Onet Iberia Soluciones, S.A.U. 
 
Dicho acuerdo se publicó en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público (PLACSP) el 30 de marzo inmediato siguiente. 
 
Tercero.- El 6 de abril, Dña. yyy, en representación de Seula, interpone 

recurso especial en materia de contratación contra la actuación referida en el 
antecedente anterior. 

 
Sostiene que la oferta de la adjudicataria incumple los requisitos 

exigidos en el PPT y que, además, el informe técnico de valoración se 
encontraría desprovisto de motivación. 
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Cuarto.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe 
de tramitación del órgano de contratación exponiendo que “la valoración de 
las Ofertas, base del fondo de las cuestiones planteadas, se realiza, previa 
adjudicación, mediante Decreto de Alcaldía de 18 de noviembre de 2025, por 
parte de la Empresa Ingeniera y Desarrollo Sostenible SL, al no contar esta 
administración con medios propios para su realización. Esa Empresa mediante 
comunicación de fecha 16 de Abril de 2026 se reafirma en su valoración, una 
vez examinado el documento del Recurso. Se adjunta el documento”. 

 
Quinto.- Se ha dado traslado del recurso a los interesados, la 

adjudicataria ha presentado alegaciones el 18 de mayo, en las que solicita la 
íntegra desestimación del mismo. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (en adelante LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 
1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la recurrente para 
interponer recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP. 

 
El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación de un 

contrato de servicios, cuyo valor estimado (2.034.323 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP.  

 
El recurso contra la adjudicación se ha interpuesto en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP.  
 
3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 

determinar si el acuerdo de adjudicación se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo 
y en especial, en este caso, al PPT que, junto con el PCAP, constituyen la ley 
del contrato, tal como afirma reiteradamente la jurisprudencia. 
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La recurrente se alza en primer lugar contra lo que considera un 
incumplimiento de diversos requisitos técnicos recogidos en el PPT, en la oferta 
de la adjudicataria. 

 
Así considera en primer lugar que se incumple el requisito de tener 

instalaciones fijas, recogido en la cláusula 11ª del PPT. 
 
Considera que el hecho de que la adjudicataria ofrezca unas 

instalaciones situadas en el municipio de Valladolid (localidad que estaría 
situada a una distancia superior a los 250 kilómetros respecto del lugar donde 
debe ejecutarse el contrato) tendría unas consecuencias tales como la imposibilidad 
de estancia ordinaria de los vehículos adscritos, inviabilidad de mantenimiento, 
ausencia de centro real de concentración y distribución del personal, imposibilidad 
de atención inmediata de las averías y de inspección definitiva por parte del 
Ayuntamiento. 

 
Entiende además que tales instalaciones resultarían manifiestamente 

inadecuadas para cumplir determinadas finalidades previstas en el PPT como 
serían la concentración y distribución del personal, estancia y mantenimiento 
del material, así como la guardería de vehículos. 

 
Expone que la consecuencia de todo ello debería ser la exclusión de la 

exclusión de la oferta de la adjudicataria y “no solo una menor puntuación”. 
 
También pone de manifiesto que su oferta incluye unas instalaciones 

“ubicadas en la localidad de Medina de Pomar, a escasa distancia del Valle de 
Mena y donde precisamente se ubica la Planta de Transferencia de Residuos 
a la que deben transportarse los residuos recogidos”. 

 
Alude además a diversas resoluciones de distintos Tribunales de 

Recursos Contractuales, en defensa de su posición. 
 
Por su parte el órgano de contratación, como ya se ha indicado en los 

antecedentes de hecho, se remite a la valoración de las ofertas efectuada por 
IDS, ante la falta de medios municipales propios. Dicha mercantil, en informe 
de 16 de abril de 2026 se ratifica en el informe de enero de 2026 de valoración 
de las ofertas, y que figura como documento 24 del expediente remitido. 

 
4º.- Expuestas las posiciones de las partes, y respecto al motivo de 

impugnación sostenido por la recurrente (esto es el incumplimiento de la oferta 
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de la adjudicataria de los requisitos técnicos mínimos recogidos en el PPT), 
conviene señalar que en relación con la vinculación de las ofertas al contenido 
de los pliegos, el artículo 124 de la LCSP establece que “El órgano de 
contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o 
conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no 
existir ésta, antes de su adjudicación, los pliegos y documentos que contengan 
las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la realización de la 
prestación y definan sus calidades, sus condiciones sociales y ambientales, de 
conformidad con los requisitos que para cada contrato establece la presente 
Ley (…)”.  

 
Por su parte, el artículo 68 del Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
1.098/2001, de 12 de octubre (en adelante RGLCSP), relativo al “Contenido 
del pliego de prescripciones técnicas particulares”, en el apartado 1 dispone 
que “El pliego de prescripciones técnicas particulares contendrá, al menos, los 
siguientes extremos: 

 
»a) Características técnicas que hayan de reunir los bienes o 

prestaciones del contrato (…)”. 
 
Según se ha expuesto, los pliegos que elabora la Administración y 

acepta expresamente el licitador al hacer su proposición constituyen la ley del 
contrato y vinculan tanto a la Administración contratante como a los 
participantes en la licitación. 

 
La vinculación supone que no es posible alterar unilateralmente las 

cláusulas contenidas en los pliegos, así lo indica in fine el mismo artículo 124 
de la LCSP, de acuerdo con el cual el PPT “solo podrán ser modificados con 
posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la 
modificación del pliego conllevará la retroacción de actuaciones”; por lo tanto, 
la Administración debe efectuar la valoración de los productos ofertados por 
los licitadores conforme a los criterios recogidos en aquéllos. Respecto de los 
licitadores, la vinculación determina que deben cumplir las condiciones 
previamente establecidas en los pliegos. En este sentido, el artículo 139.1 de 
la LCSP dispone que “Las proposiciones de los interesados deberán ajustarse 
a los pliegos y documentación que rigen la licitación, y su presentación supone 
la aceptación incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad 
de sus cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la 
autorización a la mesa y al órgano de contratación para consultar los datos 
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recogidos en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 
Sector Público o en las listas oficiales de operadores económicos de un Estado 
miembro de la Unión Europea”. Por tanto, las especificaciones técnicas 
incluidas en el PPT deben ser cumplidas por las ofertas. El citado pliego, como 
parte de la documentación contractual, constituye la ley del contrato y la 
presentación de la oferta refleja su aceptación incondicionada. 

 
En consecuencia, la falta de cumplimiento claro de alguna de las 

exigencias establecidas en los pliegos, tanto del PCAP como del PPT, debe 
aparejar la exclusión del licitador porque ello supondría la imposibilidad de 
ejecutar el contrato en los términos y con las condiciones previamente fijadas 
por la Administración y aceptados por el licitador al presentar su oferta, y, 
además, de no acordarse se generaría una situación de desigualdad contraria 
a los principios de transparencia e igualdad de trato inspiradores de la 
normativa nacional y comunitaria en materia de contratación pública. 

 
Como señalan las resoluciones 10/2022, de 3 de febrero, 128/2021, de 

16 de septiembre, o 171/2020, de 3 de diciembre, del Tribunal Administrativo 
de Recursos Contractuales de Castilla y León “el incumplimiento ha de ser 
claro, es decir, referirse a elementos objetivos, perfectamente definidos en el 
PPT, y deducirse con facilidad de la oferta, sin ningún género de dudas, la 
imposibilidad de cumplir con los compromisos exigidos en los pliegos”. 

 
5º.- En el supuesto sometido a consideración, la cláusula 11ª del PPT 

se refiere a las instalaciones fijas en los siguientes términos: 
 

“Se consideran instalaciones fijas los talleres, almacenes, 
oficinas, centros de concentración de personal, etc. que sirvan para la estancia 
y mantenimiento del material y para la concentración y distribución del 
personal, incluidas las instalaciones auxiliares, según lo dispuesto en la 
reglamentación vigente de Seguridad e Higiene en el trabajo.  

 
»Se deberá poseer un Parque Central con oficinas para guardería 

de vehículos, taller, oficinas y almacén, con sus correspondientes servicios de 
reparación, mantenimiento y conservación de los vehículos a utilizar en los 
diferentes servicios, así como para el personal asignado.  

 
»Se deberán mantener en perfecto estado todas las 

instalaciones. Todos los gastos que se deriven del mantenimiento, 
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conservación y uso de las instalaciones, de las oficinas, material fungible, etc. 
correrán a cargo del adjudicatario”. 

 
Es un hecho no controvertido, por otra parte, que la adjudicataria ha 

ofertado unas instalaciones que se encontrarían en la localidad de Valladolid, 
mientras que la recurrente habría ofertado otras situadas en la localidad de 
Medina de Pomar (Burgos). 

 
Si bien ello no determinaría que formalmente, la oferta de la 

adjudicataria haya incumplido los requisitos técnicos mínimos del PPT, sin 
embargo, el propio informe de valoración de las ofertas de 12 de enero de 
2026 advierte que la oferta de la adjudicataria “No refiere tiempos de 
respuesta para reposición de vehículos e incidencias de personal, ofreciendo 
las instalaciones que dispone en Valladolid para la resolución de incidencias de 
este tipo”. 

 
Mientras que por otra parte y respecto de la oferta de la recurrente 

señala “A pesar de no indicar tiempos de respuesta específicos, la cercanía de 
las instalaciones a la zona de prestación del servicio permite prever una buena 
respuesta a este tipo de incidencias”. 

 
Pues bien, a la luz de la documentación rectora de la licitación y las 

alegaciones formuladas, la oferta técnica de la adjudicataria, si bien no 
incumple formalmente lo dispuesto en el PPT (al no exigir éste que las 
instalaciones se encuentren en una localidad determinada) sí que supondría 
en cambio una evidente desnaturalización de los requisitos exigidos por los 
pliegos y de las propias obligaciones de los licitadores. 

 
En este punto el propio PPT exige que estas instalaciones fijas sirvan 

para la “estancia y mantenimiento del material y para la concentración y 
distribución del personal, incluidas las instalaciones auxiliares” mientras que el 
parque central deberá contar “con oficinas para guardería de vehículos, taller, 
oficinas y almacén” los cuales deberán poseer “sus correspondientes servicios 
de reparación, mantenimiento y conservación de los vehículos a utilizar en los 
diferentes servicios, así como para el personal asignado”. 

 
Entiende este Tribunal que difícilmente se podrán cumplir tales 

exigencias y, por ende, ejecutarse adecuadamente las prestaciones derivadas 
del contrato cuando las instalaciones fijas ofrecidas se encuentran a 250 km 
del lugar donde deben llevarse a cabo aquellas. 
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Es claro y manifiesto, por tanto, que a tal distancia del lugar donde debe 
ejecutarse el contrato no se puede responder a los requisitos planteados por 
el propio PPT, con lo que la oferta de ONET, si bien es formalmente acorde a 
los pliegos, devendría materialmente de imposible cumplimiento. 

 
En este sentido, la nulidad de pleno derecho de la adjudicación de un 

contrato por contener la oferta presentada un ofrecimiento de imposible 
cumplimiento se encuentra avalado por la Resolución 861/2019, de 25 de julio. 
del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales (TACRC).  

 
En consecuencia, este primer motivo debe ser estimado. 
 
6º.- En segundo lugar, e íntimamente relacionado con el anterior 

motivo, la recurrente considera que las facultades de inspección de las que 
goza el órgano de contratación podrían verse menoscabadas por el hecho de 
que las instalaciones de la adjudicataria se encuentren en la localidad de 
Valladolid, en concreto entiende que tal facultad devendría “Económicamente 
irrazonable: Obligaría al personal municipal a desplazarse más de 400 
kilómetros (ida y vuelta) para cada visita de inspección. 

 
»- Temporalmente ineficiente: Cada inspección consumiría una 

jornada laboral completa solo en desplazamientos. 
 
»- Prácticamente inviable: En la práctica, convertiría en papel 

mojado la facultad inspectora prevista en el pliego”. 
 
Ello supondría otro incumplimiento claro del PPT. 
 
Sobre este motivo el PPT, en el apartado “otras obligaciones del 

contratista” señala: “El Ayuntamiento se reserva el derecho a realizar cuantas 
comprobaciones considere necesarias para verificar las prestaciones realizadas 
y la adecuación de las mismas a los requisitos establecidos en los Pliegos. La 
inspección del servicio la ejercerá el Ayuntamiento a través del Responsable 
del Contrato. El adjudicatario estará obligado a facilitar las labores de 
inspección, permitiéndoles la libre entrada a la plataforma de seguimiento de 
pesajes, instalaciones, vehículos y acceso a los documentos relativos a la 
prestación del servicio”. 

 
Por su parte, la cláusula decimotercera de dicho PPT establece: “Las 

personas del Ayuntamiento responsables del Servicio podrán solicitar cuantos 
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informes sean necesarios sobre el estado de la limpieza, la ejecución de los 
servicios y todo aquello que afecte al correcto funcionamiento y cumplimento 
del pliego, con el máximo lujo de detalles posibles, ya sean fotografías, quejas 
de vecinos, etc. para documentarlos. Sobre la base de esos informes, el 
Ayuntamiento podrá iniciar los trámites correspondientes para intentar 
subsanar las deficiencias en un primer lugar, y, con independencia de lo 
anterior, si ha lugar, tramitar el correspondiente expediente administrativo. 

 
»El Servicio de Inspección tendrá pleno acceso a todas las 

dependencias, maquinarias, vehículos y libertad de movimientos en las 
dependencias adscritas al servicio de este Ayuntamiento por parte del 
adjudicatario. La persona del Ayuntamiento responsable del Servicio o vocal 
Delegado tendrá capacidad para disponer de todo el personal en supuestos de 
catástrofes públicas o grave peligro, a través del Inspector o persona 
designada, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes debiendo 
comunicar el traslado del personal”. 

 
No obstante, al igual que respecto al motivo anterior, no puede 

considerarse que los términos de la oferta técnica presentada por la 
adjudicataria permitan al órgano de contratación ejercer las facultades de 
inspección en los términos exigidos en el PPT. 

 
El propio órgano de contratación expone en su informe al recurso que 

ha acudido a una empresa externa (en concreto Ingeniera y Desarrollo 
Sostenible, S.L.) para valorar las ofertas de la presente licitación, “al carecer 
de medios propios para su realización”, con lo que difícilmente van a poderse 
ejercitar dichas facultades de inspección requeridas por los pliegos si las 
instalaciones fijas se encuentran a 250 kilómetros de distancia. 

 
Por lo tanto, el presente motivo también ha de ser estimado. 
 
7º.- Como último y subsidiario motivo de impugnación, entiende la 

recurrente que el informe de valoración de las ofertas no se encuentra 
suficientemente motivado. 

 
Considera que el informe de valoración de 12 de enero de 2026 “asignó 

a SEULA únicamente 1,5 puntos (calificación `Regular´) en el Criterio 1 
relativo al Inventario y Diagnóstico de la Situación, frente a los 5 puntos 
(calificación `Muy buena´) otorgados a ONET, con la siguiente observación: - 
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`No presenta análisis detallado. Los datos que facilita están referidos a la 
provincia de Burgos, son generales´. 

 
»Esta afirmación constituye una falsedad objetiva que contradice 

frontalmente el contenido de la Memoria Técnica de SEULA, la cual dedica un 
extenso apartado al análisis del municipio”. 

 
A tal efecto, procede analizar si la valoración efectuada por el Servicio 

Técnico ha sido suficientemente motivada, pues, aunque este Tribunal tiene 
una abundantísima doctrina sobre la discrecionalidad técnica de la que goza el 
órgano de contratación goza de a la hora de valorar las ofertas con arreglo a 
los criterios dependientes de un juicio de valor, dicha discrecionalidad también 
está sujeta a ciertos límites, siendo uno de ellos la necesaria motivación de la 
valoración. A tal efecto, cita la sentencia de la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo de 10 de mayo de 2017 para recordar 
que la discrecionalidad técnica “no ampara cualquier decisión que pretenda 
fundarse en ella ni se proyecta sobre todos los elementos en cuya virtud deba 
producirse la adjudicación. Jugará, por el contrario, solamente en aquellos 
que, por su naturaleza, requieran un juicio propiamente técnico para el cual 
sean necesarios conocimientos especializados”. 

 
El TACRC se ha pronunciado pronuncia sobre cómo ha de ser la 

motivación contenida en los informes de valoración, así por ejemplo su 
Resolución  65/2024, de 25 de enero, que trae a colación su Resolución n.º 
707/2020, de 19 de junio, y viene a señalar que “no es preciso que los informes 
técnicos contengan un razonamiento exhaustivo y pormenorizado, bastando 
con que sea racional, así como de suficiente amplitud para que los interesados 
tengan el debido conocimiento de los motivos del acto para poder defender 
sus derechos e intereses, pudiendo ser por ello sucintos siempre que sean 
suficientes (STC 37/1982, de 16 junio, STS de 9 de junio de 1986, 31 de 
octubre de 1995, 20 de enero 1998, 11 y 13 de febrero, 9 de marzo 1998, 25 
de mayo de 1998, 15 de junio de 1998, 19 de febrero de 1999, 5 de mayo de 
1999 y 13 enero de 2000)”. 

 
En el caso que nos ocupa, el informe de valoración de las ofertas se ha 

limitado a indicar, respecto al criterio 1 relativo al inventario y diagnóstico de 
situación, -que comprendería a su vez una análisis realizado en cuanto a la 
población y producción de residuos del Ayuntamiento, así como análisis de 
cada núcleo de población que integra el Ayuntamiento para definición de 
necesidades reales y dimensionar correctamente el servicio y en relación con 
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la oferta de la recurrente- que “No presenta análisis detallado. Los datos que 
facilita están referidos a la provincia de Burgos, son generales”. 

 
Sin embargo, de un análisis de la memoria técnica presentada por la 

recurrente en su oferta (documento 12 del expediente) resulta que ésta sí 
incluye un análisis de los distintos núcleos de población del municipio, en 
concreto en su página 7, y que éstos no se refieren de manera genérica a la 
provincia de Burgos como se indica en el informe, sino que se refieren a los 
distintos núcleos que formarían aquel. 

 
Por ello no ha sido posible conocer mínimamente las razones de la 

valoración asignada a cada una de las ofertas, lo que asimismo impide saber 
por qué motivo resulta mejor valorada la oferta de la adjudicataria frente a la 
de la recurrente, produciéndole una evidente indefensión. 

 
En consecuencia, este motivo de impugnación debe ser estimado, y por 

ello debe anularse la adjudicación, con exclusión de la oferta de Onet Iberia 
Soluciones, S.A.U., y proceder a adjudicar a la siguiente oferta con la mejor 
puntuación. 

 
En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Estimar el recurso especial en materia de contratación n.º 

78/2026, interpuesto por Servicios Urbanos de Limpieza y Acondicionamiento, 
S.L. (Seula), frente al acuerdo del pleno del Ayuntamiento de Valle de Mena 
(Burgos) de 25 de febrero de 2026, por el que se adjudica el contrato de 
servicios de recogida de residuos en el municipio de Valle de Mena, transporte 
a Planta de Transferencia de Medina de Pomar y limpieza de contenedores en 
el municipio de Valle de Mena, (expediente 1/2025), debiendo proceder el 
órgano de contratación de conformidad con lo señalado en el fundamento 
jurídico 7º de la presente resolución. 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento.  
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Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 

 
Cuarto.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta resolución.  

 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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